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D.  LUIS FERNÁNDEZ ANTELO 

                  En la Villa de Madrid, a dieciséis de Diciembre de dos mil dieciséis.           

                  VISTO por la Sala el presente recurso contencioso-administrativo núm. 

161/2016, interpuesto por la Procuradora Sra. Sánchez García, en nombre y representación 

de D. JOAN VALL COSTA, por el procedimiento especial de protección de los derechos 

fundamentales, contra la inactividad de la Administración en relación con el Derecho de 



 

 

Petición formulado el día 25 de Mayo de 2015; siendo parte apelada el Ministerio de 

Hacienda  y Administraciones Públicas representado y defendido por el Abogado del Estado. 

                                     

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

                    PRIMERO .- Interpuesto el recurso y seguidos los oportunos trámites 

prevenidos por la Ley de la Jurisdicción, se emplazó a la parte demandante para que 

formalizase la demanda, lo que verificó mediante escrito en el que, tras exponer los hechos y 

fundamentos de derecho que estimaba de aplicación, terminaba suplicando se dictase 

Sentencia por la que: 

a) Se declare vulnerado el derecho fundamental de petición por parte del Consejo de las 

Lenguas Oficiales en la Administración General del Estado por su inactividad y 

pasividad al no dar adecuada tramitación y contestación a la petición formulada por 

el Sr. Joan Vall Costa el 25 de Mayo de 2015.  

b) Se condene a la Administración demandada a dar respuesta a la petición formulada 

en los términos establecidos en el artículo 11 de la Ley Orgánica 4/2001 de 12 de 

Noviembre 

                        SEGUNDO .- El Abogado del Estado contestó a la demanda mediante 

escrito en el que suplicaba se dictase sentencia por la que se confirmasen los actos 

recurridos en todos sus extremos. 

                             TERCERO .- Habiendo quedado el recurso pendiente de señalamiento 

para votación y fallo cuando por turno le correspondiera, se fijó para ello la audiencia del día 

7 de Diciembre de 2016, teniendo así lugar. 

Siendo ponente el Ilmo. Sra. Dª. Eva Isabel Gallardo Martín de Blas, quien expresa el 

parecer de la Sala. 

 

 

 



 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

            

                  PRIMERO El presente recurso se interpone por el actor, que ejercitó el derecho 

de petición ante el Consejo de las Lenguas Oficiales en la Administración General del 

Estado en fecha 25 de Mayo de 2015, contra la ausencia de actuación por parte de dicha 

Dependencia en  el sentido indicado en los artículos 6.2, 7.2 , 8, 9 y 10 de la Ley 4/2001.   

La parte actora alega, en esencia,  que  la solicitud al amparo del derecho de petición debe 

ser objeto de tramitación y resolución ejecutiva e invoca Sentencias del Tribunal Supremo y 

del Constitucional y en el presente caso no lo ha sido motivo por el cual debe estimarse la 

demanda.  

Por su parte, el Abogado del Estado considera que el Consejo de las Lenguas Oficiales de la 

Administración General del Estado vela porque la actuación administrativa en relación con 

las lenguas oficiales sea sistemática y coherente  para dar solución a todos los problemas que 

se han planteado en ese terreno y considera que sí se dio respuesta el día 14 de Mayo  y que 

el órgano competente para dar una respuesta era el Consejo y así se le indicó por lo que sí 

existió respuesta motivada y razonada.  

                       SEGUNDO. El objeto del presente recurso se centra en determinar si se ha 

dado una respuesta a la solicitud formulada por el actor ejerciendo el derecho de petición 

mediante su escrito de 25 de Mayo de 2015. 

En primer lugar hay que decir que la solicitud del actor se formuló por el cauce del legítimo 

ejercicio del Derecho de petición teniendo en cuenta, para ello, la definición y las notas del 

mismo establecidas por nuestro Tribunal Supremo en su reciente Sentencia de 2 de Marzo de 

2016 nº 494/2016 2016 que se remite a Sentencias anteriores cuando manifiesta: 

"Los contornos del derecho de petición que consagra el artículo 29 de la CE , se fueron 

perfilando por la doctrina del Tribunal Constitucional, con anterioridad a la Ley Orgánica 

4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del derecho de petición, al adaptar la 

interpretación de la Ley preconstitucional de 22 de diciembre de 1960 a la Constitución. Y 

la expresada Ley Orgánica 4/2001 se inspira, expresamente, según reza en su exposición de 

motivos, en dicha construcción doctrinal realizada por el Tribunal Constitucional. Pues 

bien, el derecho de petición del artículo 29 de la CE , como ya recogimos en nuestra 



 

 

Sentencia de 26 de octubre de 2012 (recurso de casación nº 5000 / 2011 ), es un derecho " 

uti cives ", según declaran las SSTC 161/1988, de 20 de septiembre y 242/1993, de 14 de 

julio , del que disfrutan por igual todos los españoles, en su condición de tales, que les 

permite dirigir, con arreglo a la ley a que se remite la Constitución, "peticiones a los 

poderes públicos, solicitando gracia o expresando súplicas o quejas, sin que en él se incluya 

el derecho a obtener respuesta favorable a lo solicitado ". Las peticiones que integran este 

derecho del artículo 29 indicado, a tenor de lo declarado en la STC 242/1993, de 14 de 

julio , pueden incorporar una "sugerencia o una información, una iniciativa, 

«expresando súplicas o quejas», pero en cualquier caso ha de referirse a decisiones 

discrecionales o graciables ( STC 161/1988 ), sirviendo a veces para poner en marcha 

ciertas actuaciones institucionales, como la del Defensor del Pueblo o el recurso de 

inconstitucionalidad de las Leyes [ arts. 54 y161.1 a) CE ], sin cauce propio jurisdiccional 

o administrativo, por no incorporar una exigencia vinculante para el destinatario 

." Acorde con los expresados contornos constitucionales, la Ley Orgánica 4/2001 en la 

Exposición de Motivos, declara que el objeto de la misma queda delimitado al ámbito " de 

lo estrictamente discrecional o graciable, a todo aquello que no deba ser objeto de un 

procedimiento especialmente regulado ". Y en coherencia con tal declaración excluye 

del derecho de petición, al regular el "objeto de las peticiones " en el artículo 3, aquellas " 

solicitudes, quejas sugerencias para cuya satisfacción el ordenamiento jurídico establezca 

un procedimiento específico distinto al regulado en la presente ley ". Esta delimitación 

negativa, legalmente establecida, avala la improcedencia de considerar, como derecho de 

petición, aquellas solicitudes que tienen un procedimiento específico establecido en otra ley 

que no sea la propia del derecho de petición". 

En el presente caso el actor solicita que se dé una explicación razonada por parte de la 

Administración respecto del motivo por el cual en webs de órganos oficiales se propone el 

catalán y el valenciano como opciones idiomáticas diferentes  y  en caso de entenderse que 

son un mismo idioma debe procederse a adoptar las medidas adecuadas para que la unidad 

lingüística quedase clara en todas las publicaciones,  y, como quiera que incorpora una 

sugerencia tanto en una como en otra petición formuladas es  por lo que, efectivamente, es 

materia de derecho de petición. 

                    TERCERO. Partiendo de estas consideraciones hay que decir que, en el 

presente caso,  consta que el actor formuló una solicitud idéntica a la que nos ocupa el día 20 



 

 

de Marzo de 2015, en lengua catalana, (documento 1 del expediente administrativo) si bien 

dirigida a la Delegación de Gobierno en Cataluña y esta solicitud obtuvo respuesta mediante 

comunicación de 14 de Mayo de 2015 de la Oficina para las Lenguas Oficiales de la 

Administración General del Estado en la que se exponía que el tema planteado por el actor, 

en su solicitud, podía ser sometido al Consejo de las Lenguas Oficiales en la Administración 

General del Estado en el que se tratará de adoptar la propuesta de directrices y criterios 

generales de coordinación de los órganos de la Administración que faciliten un tratamiento 

homogéneo en cuanto a las referencias en sus páginas web a las lenguas cooficiales de las 

citadas Comunidades Autónomas.     

 

El objeto del presente recurso es, no obstante,  la ausencia de respuesta, que el actor ha 

identificado con la inactividad de la Administración, por parte del  Consejo de las Lenguas 

Oficiales en la Administración General del Estado  respecto de la solicitud del actor, en 

idénticos términos que la de 20 de Marzo salvo que se ha realizado en español y se ha 

dirigido al propio Consejo aunque se ha presentado ante la Delegación de Gobierno.  

Debemos partir de la correcta subsunción de la solicitud en el ejercicio del derecho de 

petición por la propia modalidad de la solicitud y el modo en que se formula siendo de 

aplicación la Ley 4/2001. En efecto el derecho de petición se ha ejercido ante un órgano 

público  respecto de materia de su competencia y la petición versa sobre un asunto 

comprendido en el ámbito de competencias del destinatario (art.2), siendo en este  punto 

indiferente según el artículo 3 de la Ley que afecten exclusivamente al peticionario o sean de 

interés colectivo o general y tampoco hay un procedimiento específico distinto para encauzar 

desde el punto de vista administrativo la solicitud y obtener una resolución al respecto, y, se 

ha presentado en un registro público(art.6). Por tanto la petición reúne las características 

propias de dicho ejercicio del derecho .  

Queda por determinar si la Administración destinataria ha cumplido con las normas que, 

sobre la contestación al ejercicio del derecho por parte de los ciudadanos, contiene la 

referida Ley 4/2001.   

 Al respecto la Administración destinataria puede adoptar la resolución de trámite de 

requerir de subsanación ( art. 7), de inadmisión ( art.8) en el caso de que su objeto sea ajeno 

a las instituciones u organismos a que se dirijan, o  aquéllas cuya resolución deba ampararse en un título específico 



 

 

distinto al establecido en esta Ley que deba ser objeto de un procedimiento parlamentario, administrativo o de un proceso 

judicial o en el caso de que sobre el objeto de la petición exista un procedimiento parlamentario, administrativo o un 

proceso judicial ya iniciado, en tanto sobre los mismos no haya recaído acuerdo o resolución firme. 

 

Finalmente el artículo 11 regula la  tramitación y contestación de peticiones admitidas y 

dispone: 

“1. Una vez admitida a trámite una petición, la autoridad u órgano competente vendrán 

obligados a contestar y a notificar la contestación en el plazo máximo de tres meses a 

contar desde la fecha de su presentación. Asimismo podrá, si así lo considera necesario, 

convocar a los peticionarios en audiencia especial. 

2. Cuando la petición se estime fundada, la autoridad u órgano competente para conocer 

de ella, vendrá obligado a atenderla y a adoptar las medidas que estime oportunas a fin de 

lograr su plena efectividad, incluyendo, en su caso, el impulso de los procedimientos 

necesarios para adoptar una disposición de carácter general. 

3. La contestación recogerá, al menos, los términos en los que la petición ha sido 

tomada en consideración por parte de la autoridad u órgano competente e incorporará las 

razones y motivos por los que se acuerda acceder a la petición o no hacerlo. En caso de 

que, como resultado de la petición, se haya adoptado cualquier acuerdo, medida o 

resolución específica, se agregará a la contestación. 

4. La autoridad u órgano competente podrá acordar, cuando lo juzgue conveniente, la 

inserción de la contestación en el diario oficial que corresponda. 

5. Anualmente la autoridad u órgano competente confeccionará una memoria de 

actividades derivadas de las peticiones recibidas.” 

 

 Debemos aclarar, en este punto, que este Tribunal consideró que no concurría la 

inadmisibilidad del recurso porque no había acto previo al no haber entrado la solicitud  del 

actor en la Subdirección General de Cooperación Autonómica. Sin embargo aparte de no 

acreditarse tal extremo lo cierto es que el actor presentó su escrito ante el mismo Registro de 

la Delegación de Gobierno ante el cual presentó la solicitud de 20 de Marzo que fue 

contestada debidamente y tal como permite la propia Ley 4/2001 en su artículo 6 por lo que 

el actor cumplió los requisitos legales de presentación de la solicitud que imponen las 



 

 

normas de la referida Ley. Consiguientemente el recurso era, en todo caso admisible  y el 

silencio de la Administración puede y debe entenderse como la Ley dispone.  

El actor ha considerado que la ausencia de una contestación era una inactividad prevista en 

el artículo 29 de la Ley 29/98 sin embargo este Tribunal no lo considera así porque para que 

concurra la inactividad pretendida es preciso que se den las notas características a que se 

refiere el indicado artículo . 

En efecto en el momento de presentar el actor de forma correcta su solicitud la 

Administración no estaba obligada, por disposición general o por un convenio o acto 

administrativo, a realizar una prestación concreta en favor de  una o varias personas 

determinadas que reclamaban su cumplimiento el cual,  no verificado en el plazo de tres 

meses por parte de la Administración, abriera la vía del recurso contencioso-administrativo 

contra la inactividad de la Administración ni tampoco se habían dicado actos firmes que no 

habían sido ejecutados en un mes. 

Es cierto que, en el presente caso, hubo una contestación por parte del órgano en el que se 

integra el competente para estudiar y tramitar la solicitud pero, habiendo tenido ocasión de 

contestar el propio órgano competente, el Consejo de Lenguas Oficiales,  a la solicitud 

correctamente formulada y dirigida al mismo como órgano competente  cuando ya había 

sido  informado del órgano que era competente, el Consejo  no lo hizo.        

 

En el caso que nos ocupa, por tanto, lo que se ha producido es la ausencia de contestación 

a una solicitud formulada, correctamente, en ejercicio del derecho de petición por lo que el 

precepto aplicable es el artículo 11 de la Ley 4/2001 antes reproducido según el cual la 

Administración debe contestar y notificación la contestación la cual debe contener , al 

menos, los términos en los que la petición ha sido tomada en consideración por parte de la 

autoridad u órgano competente  y las razones y motivos por los que se acuerda acceder a la 

petición o no hacerlo y en su caso los acuerdos, medidas o resoluciones específicas que se 

hubieran adoptado en relación con la contestación dada.   

En este punto debemos referirnos a la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo 

de 1 de Octubre de 2014 RJ 2014/5773 en la que en un supuesto similar en el que el 

recurrente había reproducido la solicitud en similares términos manifestaba: 



 

 

“Vistas las tesis enfrentadas respecto al motivo único del recurso, procede su estimación, 

acogiendo al respecto la tesis del Ministerio Fiscal, y rechazando, por el contrario, la del 

Abogado del Estado, por las razones que siguen. 

Es un hecho indiscutible, y como tal reconocido en el Fundamento de Derecho Sexto de la 

sentencia recurrida, que «ciertamente la Administración no contestó...» , consistiendo en 

definitiva la fundamentación de la sentencia en justificar la falta de contestación. Tal 

justificación se basa en que «el derecho de petición ejercitado por el demandante el 

Ministerio de Industria, Energía y Turismo ha quedado satisfecho y se satisfizo el 19 de 

octubre de 2010 cuando, a tenor del artículo 11 LO 4/2001 (RCL 2001, 2733) , se respondió 

a su primera petición diciéndole que el competente para conocer de la misma era el 

Ministerio de Trabajo e Inmigración...» . 

Dicho razonamiento podría, en su caso, justificar que la respuesta del Ministerio de 

Industria se limitase a la mera remisión a la que había dado a la petición precedente; pero 

no que no se diese respuesta alguna, que es lo que aconteció. 

El razonamiento de la sentencia implícitamente parece asentarse en una concepción de 

derecho de petición como vinculado a un interés personal del peticionario, del que tal 

derecho fuese instrumento de satisfacción; pero tal concepción implícita, en exceso 

restrictiva, no es, sin embargo, la que late en el artículo 3 de la LO 4/2001 . De ahí que la 

reiteración de una misma petición, (y eso en el supuesto de que en el caso actual nos 

hallásemos ante esa identidad) no justifica que se prescinda de la propia singularidad de la 

petición en si misma y que la petición se vincule a un hipotético interés externo a ella que, 

en su caso, hubiese quedado satisfecho por otra precedente, de modo que tal satisfacción 

precedente pueda operar como motivo para que el órgano a que se dirige pueda omitir 

respuesta alguna a la concreta petición de que se trate, no atendiéndose respecto a ella a lo 

que se dispone, bien en el art. 8, bien en el art. 11 de la citada Ley . 

El silencio a la petición no se adecua en modo alguno al régimen del derecho fundamental 

que nos ocupa, y justifica que frente a él pueda demandarse la pertinente tutela judicial, 

específicamente prevista en el art. 12 de la Ley Orgánica referida, en este caso en relación 

con el apartado c).(..)”.  

Esta Sentencia  en la medida que consideró suficiente este motivo para entender infringido 

el derecho sin perjuicio de que, además, examinó la identidad de ambas peticiones y lo 

consideró una causa más para estimarlo, es por lo que resulta doctrina aplicable al caso que 



 

 

nos ocupa. .    

Es por  todo ello que debe considerarse infringido el artículo 11 de la Ley 4/2001 y, en 

consecuencia, procede estimar el recurso en los términos solicitados .  

 

                  CUARTO .- Procede la imposición de las costas a la parte que ha visto 

desestimadas sus pretensiones a tenor del artículo 139 de la Ley 29/1998 tras la reforma 

operada por la Ley 37/2011 con un límite de hasta 400 euros.  

                         VISTOS los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación 

                 

FALLAMOS 

           

   Que ESTIMANDO el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la 

Procuradora Sra. Sánchez García, en nombre y representación de D. JOAN VALL 

COSTA, por el procedimiento especial de protección de los derechos fundamentales, por lo 

que debemos declarar y declaramos que dicha Resolución no es ajustada a Derecho, y, en 

consecuencia, la anulamos. Declarando vulnerado el derecho del actor al  derecho 

fundamental de petición por parte del Consejo de las Lenguas Oficiales en la Administración 

General del Estado  al no dar adecuada tramitación y contestación a la petición formulada 

por el Sr. Joan Vall Costa el 25 de Mayo de 2015 , ordenando a la  Administración 

demandada a dar respuesta a la petición formulada en los términos establecidos en el artículo 

11 de la Ley Orgánica 4/2001 de 12 de Noviembre condenando a la misma Administración  

a estar y pasar por ello.   Todo ello con expresa imposición de costas a la parte que ha visto 

desestimadas sus pretensiones hasta el límite de 400 euros. 

 
La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse 

ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, 
acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con 
justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito 
previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso. 

 
Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta 

de Depósitos y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2420-0000-92-0161-



 

 

16 (Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo concepto 
del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” 24 Contencioso-Casación 
(50 euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta 
general nº  0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se 
consignará el número de cuenta-expediente  2420-0000-92-0161-16 en el campo 
“Observaciones” o “Concepto de la transferencia”  y a continuación, separados por espacios, 
los demás datos de interés. 
 
 Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
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PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el/la Ilmo/a. 
Sr/a. Magistrado/a Ponente D./Dña. EVA ISABEL GALLARDO MARTÍN DE BLAS, 
estando la Sala celebrando audiencia pública en el día 12 de enero de 2017  de lo que, como 
Letrada de la Administración de Justicia, certifico. 
 


